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interpuesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Almería, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

En la ciudad de Sevilla, a 5 de noviembre de 2008.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes 

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Almería dictó la Resolución de referencia, por la que se 
le impone una sanción de 1.000 euros, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por incumplir medidas o requeri-
mientos de la administración.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Que la operación origen del expediente consiste en una 
compra y venta firmada en notaría y tramitada por una enti-
dad designada al efecto por la entidad financiera.

- Que nunca se le ha requerido para pagar el impuesto del 
cual es sujeto pasivo.

- Que muestran su plena disposición en cuanto a reem-
bolsar el Impuesto de haber sido abonado por el reclamante.

- Que el deducir una actuación negligente por acción u 
omisión de la empresa por tales cuestiones les parece impro-
cedente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competen-
te, por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 
30 de junio de 2004, para conocer y resolver el presente 
recurso de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 
114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de 
la Junta de Andalucía.

Segundo. La actividad infractora ha quedado suficiente-
mente probada con las actuaciones practicadas, en los tér-
minos y circunstancias expuestos en el expediente, no siendo 
desvirtuada por el interesado, quien no ha aportado conside-
raciones fácticas o jurídicas relevantes que pudieran modificar 
la calificación de los hechos o alterar su valoración.

La actividad infractora ha quedado suficientemente proba-
da con las actuaciones practicadas, en los términos y circuns-
tancias expuestos en el expediente, no siendo desvirtuada por 
el interesado, quien no ha aportado consideraciones fácticas 
o jurídicas relevantes que pudieran modificar la calificación de 
los hechos o alterar su valoración.

Nos permitimos recordarle al recurrente que atender a 
los requerimientos de la Administración de consumo consis-

te en colaborar con la Administración Pública, que investiga 
la posible vulneración de normas que se hicieron para pro-
teger a la parte más débil en la relación empresario-consu-
midor.

Desatender un requerimiento de la administración im-
plica, no sólo una desconsideración, sino un impedimen-
to para averiguar la realidad de los hechos, complicando, 
cuando no impidiendo, que la Administración averigüe la 
realidad de los hechos, los cuales no necesariamente tie-
nen que implicar una sanción para la empresa investigada. 
La documentación requerida era necesaria para constar la 
realidad de los hechos, y además de que es un medido para 
probar la realidad de los hechos, es una facultad de la Ins-
pección de Consumo. 

El incumplimiento del requerimiento hecho por el Servicio 
de Consumo, implica la negativa o resistencia a suministrar 
datos y a facilitar la información requerida por las autoridades 
competentes y el art. 71.7.3 de la Ley 13/03, de 17 de diciem-
bre, de defensa y protección de los consumidores y usuarios 
de Andalucia lo califica como infracción («Incumplir las medi-
das o requerimientos adoptados por la Administración, inclui-
das las de carácter provisional»).

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desatender el recurso de alzada interpuesto por don 
Fernando Bustamante Torrealba, en representación de Busta-
mante y Cía Construcciones, S.A., contra la Resolución del De-
legado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería, de 
fecha referenciada, en consecuencia mantener la misma en 
sus propios términos. Notifíquese al interesado con indicación 
de los recursos que procedan. La Secretaria General Teécnica, 
Isabel Liviano Peña.

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administra-
tivo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente 
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes 
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa.

Sevilla, 16 de diciembre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de 16 de diciembre de 2008, de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la Resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por doña Beatriz Corral Aliseda, 
recaída en el expediente 29-000115-07-P. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común e intentada sin efecto la notificación personal a doña 
Beatriz Corral Aliseda, en nombre y representación de Imcoa 
Enterprises, S.L., de la Resolución adoptada por el Secretario 
General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, contra 
la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la 
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misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

En la ciudad de Sevilla, a 7 de noviembre de 2008.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes 

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Málaga dictó la Resolución de referencia, por la que se 
le impone una sanción de 600 euros, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por incumplimiento en la informa-
ción de la venta de bienes.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos a la 
Resolución impugnada en aras del principio de economía procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Que consultados los archivos, el establecimiento deno-
minado Todo Firmas, no consta como cliente, sí como cliente 
doña Dolores Gámez García, en enero de 2006, a la que se 
vendió 20 prendas, pero ninguna camisa Tommy Hilfiger, que 
fueron las inspeccionadas.

- Que el albarán de venta, que sirve de prueba para la 
imputación es fraudulento, negando su validez.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competen-
te, por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 
30 de junio de 2004, para conocer y resolver el presente 
recurso de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 
114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de 
la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la 
Junta de Andalucía.

Segundo. El principio de presunción de inocencia, que 
recoge como derecho fundamental el art. 24.2 de la Constitu-
ción, comporta, como ha señalado el Tribunal Constitucional 
en la sentencia 76/1990, de 26 de abril, entre otras, que «la 
sanción esté basada en actos o medios probatorios de cargo o 
incriminadores de la conducta reprochada, que la carga de la 
prueba corresponde a quien acusa, sin que nadie esté obliga-
do a probar su propia inocencia, y también que la insuficiencia 
en el resultado de las pruebas practicadas debe traducirse en 
un pronunciamiento absolutorio».

Es claro que con el mencionado criterio ha de ser la 
Administración la que soporte la carga de probar la realiza-
ción de la conducta que integra la infracción que pretende 
sancionar y esta conclusión se ve aquí profundamente re-
forzada por virtud de la presunción de inocencia que es-
tablecida en el art. 24.2 de la Constitución ha de operar 
plenamente en el ámbito de la potestad sancionadora de 
la Administración por aplicación de los principios penales 
-sentencias de 30 de marzo y 26 de mayo de 1987, 22 de 

febrero y 31 de diciembre de 1988, 20 de diciembre de 
1989, 20 de junio, de 25 de septiembre y 28 de noviembre 
de 1990, etc.-.

Ciertamente, como reitera la STC 76/1990, de 26 abril 
y las SSTS, Sala 3.ª, de 23 de diciembre de 1991, 26 de oc-
tubre de 1992, 25 de noviembre de 1993 y 16 de febrero de 
1995, no puede suscitar ninguna duda que la presunción de 
inocencia rige sin excepciones en el ordenamiento sanciona-
dor y ha de ser respetada en la imposición de cualesquiera 
sanciones, sean penales, sean administrativas, pues el ejer-
cicio del «ius puniendi» en sus diversas manifestaciones está 
condicionado por el art. 24.2 de la Constitución al juego de la 
prueba y a un procedimiento contradictorio en el que puedan 
defenderse las propias posiciones. En tal sentido, el derecho 
a la presunción de inocencia comporta: Que la sanción esté 
basada en actos o medios probatorios de cargo o incrimina-
dores de la conducta reprochada; que la carga de la prueba 
corresponde a quien acusa, sin que nadie esté obligado a 
probar su propia inocencia; y que cualquier insuficiencia en 
el resultado de las pruebas practicadas, libremente valorado 
por el órgano sancionador, debe traducirse en un pronuncia-
miento absolutorio.

El único documento de imputación a la empresa san-
cionada es un fax remitido por Juan I. Santibáñez Cruces 
(actuando en representación del establecimiento inspeccio-
nado) a Consumo de Málaga, que intenta imputar a la aquí 
recurrente los defectos que las prendas inspeccionadas con-
tenían (información en etiquetado), documentos (simples 
copias) enviados mediante fax, que no pueden ser conside-
rados como prueba, no sólo porque pueden ser fácilmente 
manipulables, como dice la recurrente, sino precisamente, 
porque no son los originales, amén de que nada impedía, 
en el orden de la responsabilidad, actuar también contra la 
empresa inspeccionada, dentro del deber de información al 
consumidor que implica a todos los intervinientes en el pro-
ceso productivo (fabricante, distribuidor, vendedor...), y ello 
también sin perjuicio de que las camisas inspeccionadas (fe-
cha del acta de inspección 6 de septiembre de 2006) no 
tenían por qué coincidir con las que aparecen en el albarán 
(6.2.2006).

Quedando en precario el principio de presunción de ino-
cencia, procede la estimación del recurso.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Estimar el recurso de alzada interpuesto por doña Beatriz 
Corral Aliseda, en representación de Imcoa Enterprises, S.L., 
contra la Resolución del Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Málaga, de fecha referenciada, en consecuencia 
revocar la misma en todos sus términos. Notifíquese al intere-
sado, con indicación de los recursos que procedan. La Secre-
taria General Técnica, Isabel Liviano Peña.

 

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administra-
tivo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente 
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes 
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa.

Sevilla, 16 de diciembre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez.


